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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

   
RESOLUCIÓN N° 004490-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 

 
Expediente : 03984-2023-JUS/TTAIP 
Recurrente : RICHARD SANDRO SANTILLÁN GUZMÁN  
Entidad : SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE LIMA   
Sumilla :  Declara infundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 15 de diciembre de 2023 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 03984-2023-JUS/TTAIP de fecha 2 de noviembre 
de 2023, interpuesto por RICHARD SANDRO SANTILLÁN GUZMÁN, contra la respuesta 
contenida en la Carta N° 267-091-00607278 de fecha 3 de noviembre de 2023, a través de 
la cual el SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE LIMA, atendió la solicitud 
de acceso a la información pública presentada.  
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fecha 26 de octubre de 2023, en ejercicio de su derecho de acceso a la información 
pública, el recurrente solicitó se le remita a su correo electrónico la documentación que 
a continuación se detalla: 
 
“1) el documento de respuesta N° 26704900008614 y 2) el expediente respecto al 
procedimiento administrativo sancionador generado por la Papeleta de Infracción de 
Tránsito N° 12958555.” 
 
Mediante Carta N° 267-091-00607278 de fecha 3 de noviembre de 2023, la entidad 
atendió la solicitud puntualizando lo siguiente: “En ese sentido, se procede a remitir la 
información solicitada, protegiendo los datos personales de terceras personas (nombres 
y apellidos, documento de identidad, dirección, características del domicilio, placa de 
rodaje, tarjeta de propiedad), toda vez que su divulgación contraviene los dispositivos 
normativos citados en los párrafos precedentes.” Para tal efecto, invocó (i) el artículo 1 
de la Ley N° 29733, Ley de Protección de Datos Personales; (ii) el numeral 4 del artículo 
2 del Reglamento de la Ley de Protección de Datos Personales, aprobado por Decreto 
Supremo N° 003-2013-JUS; y (iii) la excepción regulada en el numeral 5 del artículo 17 
de la Ley de Transparencia. 
 
Con fecha 13 de noviembre de 2023 el administrado interpuso el recurso de apelación 
materia de análisis, alegando que la entidad denegó su petitorio, y que se le debe 
entregar la información completa. 
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Mediante Resolución N° 004290-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA1 se admitió a 
trámite el citado recurso de apelación, requiriendo la remisión del expediente 
administrativo generado para la atención de la solicitud del recurrente, así como la 
formulación de sus descargos. Al respecto, mediante Oficio N° D000053-2023-SAT-
OT929 ingresado con fecha 14 de diciembre de 2023, la entidad solicitó que el recurso 
de apelación del recurrente sea declarado improcedente, reiterando los extremos de la 
Carta N° 267-091-00607278. Con relación a ello, se precisa que en dicho oficio se 
adjuntó la documentación entregada al administrado, ello a través del siguiente enlace: 
https://drive.google.com/drive/folders/15QJCNozbFusk5hkzNYtxfenUuEMi0g3b?usp=s
haring.   
 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y 
a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 
pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal y las 
que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
A su vez, el artículo 10 del mismo texto dispone que las entidades de la Administración 
Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se refiere a la 
contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, 
o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u obtenida por ella o que se 
encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 18 
de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del 
mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso 
a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera restrictiva por 
tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
2.1 Materia en discusión 
 

De autos se advierte que la controversia radica en determinar si la solicitud de 
acceso a la información pública presentada por el recurrente fue atendida de 
acuerdo a ley. 
 

2.2 Evaluación de la materia en discusión 
 
Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal es 
de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés general, 
en concordancia con el Principio de Publicidad citado y conforme lo ha subrayado 
el Tribunal Constitucional en el Fundamento 5 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 4865-2013-PHD/TC indicando: 

 
1  Resolución notificada a la entidad con fecha 11 de diciembre de 2023, conforme la información proporcionada por la 

Secretaría Técnica de esta instancia. 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no 
solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado 
y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información pública no 
deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada persona requirente, 
sino valorados además como manifestación del principio de transparencia en la 
actividad pública. Este principio de transparencia es, de modo enunciativo, 
garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y eficiente por parte del Estado, 
y sirve como mecanismo idóneo de control en manos de los ciudadanos”. 
(subrayado agregado) 

 
Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra expresamente 
el Principio de Publicidad, establece que “Toda información que posea el Estado se 
presume pública, salvo las excepciones expresamente previstas por (…) la 
presente Ley”; es decir, establece como regla general la publicidad de la 
información en poder de las entidades públicas, mientras que el secreto es la 
excepción. En esa línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 02814-2008-PHD/TC, ha señalado respecto 
del mencionado Principio de Publicidad lo siguiente: 
 

“(…) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con el 
principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida por el 
Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige 
necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la documentación del 
Estado”. 

 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha precisado que les corresponde a las 
entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que haya 
sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC: 
 

“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado” (subrayado 
agregado). 

 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal Constitucional 
antes citados, se infiere que toda información que posean las entidades de la 
Administración Pública es de acceso público; y, en caso denieguen el acceso a la 
información pública solicitado por un ciudadano, constituye deber de las entidades 
acreditar que dicha información corresponde a un supuesto de excepción previsto 
en los artículos 15 al 17 de la Ley de Transparencia, debido que poseen la carga 
de la prueba. 

 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia 
establece que la solicitud de información no implica la obligación de las entidades 
de la Administración Pública de crear o producir información con la que no cuente 
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o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido, en tal sentido, 
efectuando una interpretación contrario sensu, es perfectamente válido inferir que 
la administración pública tiene el deber de entregar la información con la que cuenta 
o aquella que se encuentra obligada a contar. 
 
En el caso de autos, el recurrente requirió: “1) el documento de respuesta N° 
26704900008614 y 2) el expediente respecto al procedimiento administrativo 
sancionador generado por la Papeleta de Infracción de Tránsito N° 12958555”, 
siendo que la entidad entregó la documentación peticionada protegiendo datos de 
terceras personas, siendo que a nivel de los descargos presentados ante esta 
instancia, la entidad cumplió con remitir el expediente administrativo respectivo, 
adjuntando también la documentación entregada al recurrente.  
 
Por su parte, el administrado interpuso el recurso de apelación materia de análisis, 
a efectos de que la documentación peticionada por este le sea entregada.   
 
Sobre el particular, de autos se advierte que la entidad entregó al recurrente la 
información requerida, tachando los datos referidos a nombres y apellidos, número 
de documento de identidad, dirección, características del domicilio, placa de rodaje 
y tarjeta de propiedad del infractor. 
 
a) Sobre el extremo referido al tachado de la dirección domiciliaria, firmas y 

número de DNI. 
 
Al respecto, en lo referido al acceso a la dirección domiciliaria y a las firmas, 
cabe señalar que el derecho a la intimidad personal y familiar se encuentra 
reconocido en el artículo 2, inciso 7 de la Constitución, conjuntamente con el 
derecho al honor, a la buena reputación y a la voz e imagen propias. A su vez, 
la Constitución en el inciso 6 de su artículo 2 ha reconocido el derecho a la 
autodeterminación informativa o protección de datos personales, al enunciar que 
toda persona tiene derecho a que los servicios informáticos, computarizados o 
no, públicos o privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad 
personal y familiar. 
 
Teniendo en cuenta ello, se concluye que únicamente se podrá restringir aquella 
información sobre las personas naturales que las identifica o las hace 
identificables, cuya divulgación afecta su intimidad personal o familiar, debiendo 
evaluarse en cada caso en concreto. 
 
Asimismo, respecto a la dimensión positiva del derecho a la intimidad, el Tribunal 
Constitucional indicó en el Fundamento 22 de la sentencia recaída en el 
Expediente 03485-2012-AA/TC que:  

 
“Por otro lado, los derechos a la intimidad y a la vida privada como también 
se ha puesto de manifiesto, no solo pueden ser vistos hoy desde una óptica 
material en el sentido de que queden protegidos bajo su ámbito normativo 
aquellos datos, actividades o conductas que materialmente puedan ser 
calificadas de intimas o privadas, sino también desde una óptica subjetiva, en 
la que lo reservado será aquello que el propio sujeto decida, brindando tutela 
no solo a la faz negativa del derecho (en el sentido del derecho a no ser 
invadido en ciertos ámbitos), sino a una faz más activa o positiva (en el sentido 
del derecho a controlar el flujo de información que circule respecto a 
nosotros). Bajo esta perspectiva, el derecho a la intimidad o el derecho a la 
vida privada, han permitido el reconocimiento, de modo autónomo también, 
del derecho a la autodeterminación informativa, que ha sido recogido en el 
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artículo 2, inciso 6, de la Constitución y en el artículo 61 inciso 2 del Código 
Procesal Constitucional, o del derecho a la protección de los datos 
personales, tal como lo denomina la Ley N° 29733, Ley de Protección de 
Datos Personales. 
 
En el ejercicio del atributo positivo del derecho a la intimidad, se aprecia, 
entonces, que un ser humano tiene la capacidad de desarrollar y fomentar 
libremente su personalidad y es en este aspecto en el cual una persona 
determina libremente qué es su intimidad y qué no, definiendo los linderos de 
su vida privada.” (subrayado agregado). 

 
Aunado a ello, sobre la definición del derecho a la intimidad, es pertinente citar 
la Sentencia recaída en el Expediente N° 05982-2009-PHD/TC, en la cual el 
Tribunal Constitucional, señala:  

 
“11. (…) Son diversas las posturas para explicar el significado de la vida 
privada. Algunas la conciben como aquella zona de la persona que no es 
pública, por lo que nadie debe tener acceso a ella. Sin embargo, más correcto 
es tratar de otorgar un sentido positivo. Así (…) se ha estimado apropiado 
afirmar que es el ámbito personal en el cual un ser humano tiene la capacidad 
de desarrollar y fomentar libremente su personalidad. Por ende, se considera 
que está constituida por los datos, hechos o situaciones desconocidos para la 
comunidad que, siendo verídicos, están reservados al conocimiento del sujeto 
mismo y de un grupo reducido de personas, y cuya divulgación o conocimiento 
por otros trae aparejado algún daño”. (Subrayado agregado) 

 
En esa línea, es pertinente resaltar lo señalado por el Tribunal Constitucional en 
los fundamentos 9 y 10 de la sentencia recaída en el Expediente N° 02389-2009-
PA/TC, respecto al domicilio considerado como parte de la esfera privada e 
íntima de la persona: 
 

“9. En este mismo sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
destacando la relación indisoluble entre los derechos a la intimidad personal 
y familiar o vida privada y a la inviolabilidad del domicilio, ha subrayado que 
la “protección de la vida privada, la vida familiar y el domicilio de 
injerencias arbitrarias o abusivas implica el reconocimiento de que existe un 
ámbito personal que debe estar exento e inmune a las invasiones o 
agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad 
pública. En este sentido, el domicilio y la vida privada y la familiar se 
encuentran intrínsecamente ligados, ya que el domicilio se convierte en un 
espacio en el cual se puede desarrollar libremente la vida privada y la 
vida familiar”.  
 
10. En este orden de ideas, puede afirmarse que el término domicilio 
comprende aquel espacio específico elegido por el ocupante para que pueda 
desarrollar libremente su vida privada o familiar, es decir, es un espacio-
ámbito de intimidad del que él, y sólo él, dispone. Y es que el rasgo esencial 
que define el domicilio en sentido constitucional reside en la aptitud para 
desarrollar en él vida privada y en su destino específico a tal desarrollo 
aunque sea eventual.  
 
Por dicha razón, resulta válido afirmar que el objeto del derecho a la 
inviolabilidad del domicilio es proteger un espacio físico inmune a la 
penetración de cualquiera sin el consentimiento de su titular, por ser un 
espacio privado. De este modo, el domicilio inviolable es un espacio que la 
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propia persona elige para desarrollarse, sin estar sujeto necesariamente 
a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima, así 
como su intimidad o privacidad” (subrayado agregado). 

 
En dicho contexto, el domicilio constituye un dato personal, en la medida que 
identifica un aspecto íntimo de la persona, como es el lugar de residencia 
habitual en el cual una persona desarrolla libremente su vida privada y familiar. 

 
Por lo tanto, se desprende de lo anterior que los datos personales que pueden 
afectar la intimidad personal o familiar en caso sean revelados, se encuentran 
conformados por aquellos datos sensibles, y los referidos a la vida privada de las 
personas, como la dirección domiciliaria y firmas del titular de la información, 
razón por la cual su acceso es restringido conforme a la excepción establecida 
en el numeral 5 del artículo 17 de la Ley de Transparencia antes desarrollada. 
 
De otro lado, en lo referido al número del Documento Nacional de Identidad 
– DNI, este corresponde al “código único de identificación”, contenido en dicho 
documento, y conforme al literal b) del artículo 323 de la Ley Nº 26497, Ley 
Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil; y según el 
artículo 26 de la referida ley: “El (DNI) es un documento público, personal e 
intransferible. Constituye la única cédula de Identidad Personal para todos los 
actos civiles, comerciales, administrativos, judiciales y, en general, para todos 
aquellos casos en que, por mandato legal, deba ser presentado. […]” (énfasis 
agregado). 
 
No obstante ello, es oportuno advertir que en principio, para el tratamiento o 
entrega de la información relacionada a los números de DNI, se requiere el 
consentimiento de los titulares; ello, de conformidad con lo establecido en el 
numeral 4 del artículo 24 y los artículos 55 y 13 numeral 56 de la Ley de Protección 
de Datos Personales. Lo cual, en el presente caso, no se aprecia de autos, por 
lo tanto, el tachado efectuado resulta ser válido. 
 
En consecuencia, la información relacionada a la dirección domiciliaria, firmas 
y número de DNI, constituyen información protegida por la excepción 
contemplada en el numeral 5 del artículo 17 de la Ley de Transparencia, no 
resultando factible su difusión a través de un procedimiento de acceso a la 
información pública. Por lo tanto, corresponde declarar infundado el recurso de 
apelación en este extremo.  

 
b) Sobre el extremo referido al tachado de los nombres, apellidos, datos de 

información vehicular (placa de rodaje y tarjeta de propiedad), así como 
sobre los certificados de dosaje etílico contendidos en la documentación 
proporcionada. 
 
En cuanto a los certificados de dosaje etílico, es importante recordar que el 
numeral 5 del artículo 17 de la Ley de Transparencia establece que el derecho 

 
3  “Artículo 32.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) debe contener, como mínimo, la fotografía del titular de frente 

y con la cabeza descubierta, la impresión de la huella dactilar del índice de la mano derecha del titular o de la mano 
izquierda a falta de este, además de los siguientes datos: 
(…) 
b) El código único de identificación que se le ha asignado a la persona.” 

4  Conforme a dicha norma, los datos personales son: “Toda información sobre una persona natural que la identifica o la 
hace identificable a través de medios que pueden ser razonablemente utilizados”.  

5  Dicho precepto recoge el Principio del consentimiento, conforme al cual “Para el tratamiento de los datos personales 
debe mediar el consentimiento de su titular”.  

6  Dicha norma señala: “Los datos personales solo pueden ser objeto de tratamiento con consentimiento de su titular, salvo 
ley autoritativa al respecto. El consentimiento debe ser previo, informado, expreso e inequívoco”.  
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de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto a la 
“información referida a los datos personales cuya publicidad constituya una 
invasión de la intimidad personal y familiar. La información referida a la salud 
personal, se considera comprendida dentro de la intimidad personal (…)” 
(subrayado agregado).  
 
Asimismo, se debe mencionar que el artículo 257 de la Ley N° 26842, Ley 
General de Salud, establece que toda información relativa al acto médico que se 
realiza tiene carácter reservada; por otro lado, el numeral 5 del artículo 2 de la 
Ley N° 29733, Ley de Protección de Datos Personales, califica como datos 
sensibles a la información relacionada a la salud la cual tiene un tratamiento 
especial, asimismo, conforme lo dispone el numeral 13.6 del artículo 13 del 
mismo texto, al señalar que “En el caso de datos sensibles, el consentimiento 
para efectos de su tratamiento, además, debe efectuarse por escrito. Aun 
cuando no mediara el consentimiento del titular, el tratamiento de datos sensibles 
puede efectuarse cuando la ley lo autorice, siempre que ello atienda a motivos 
importantes de interés público”; y, de acuerdo al numeral 6 del artículo 2 del 
Reglamento de la Ley de Protección de Datos Personales, aprobado por Decreto 
Supremo N° 003-2013-JUS, se define a los datos sensibles como: “(...) aquella 
información relativa a datos personales referidos a las características físicas, 
morales o emocionales, hechos o circunstancias de su vida afectiva o familiar, 
los hábitos personales que corresponden a la esfera más íntima, la información 
relativa a la salud física o mental u otras análogas que afecten su intimidad.” 
 
Teniendo en cuenta ello, se concluye que corresponde restringir aquella 
información sobre las personas naturales que las identifica o las hace 
identificables cuya divulgación afecta su intimidad personal o familiar, debiendo 
evaluarse en cada caso en concreto.  
 
En dicha línea, respecto a la información requerida, el Tribunal Constitucional en 
el Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 01839-2012-
PHD/TC ha señalado la información se encuentra dentro del ámbito de la vida 
privada de las personas, conforme al siguiente texto:  
 

“13. En el caso del derecho a la vida privada, este refleja un bien jurídico 
tutelado por la Constitución de difícil comprensión considerado, incluso, por 

 
7  “Artículo 25.- Toda información relativa al acto médico que se realiza, tiene carácter reservado.  

El profesional de la salud, el técnico o el auxiliar que proporciona o divulga, por cualquier medio, información relacionada 
al acto médico en el que participa o del que tiene conocimiento, incurre en responsabilidad civil o penal, según el caso, 
sin perjuicio de las sanciones que correspondan en aplicación de los respectivos Códigos de Ética Profesional.  
Se exceptúan de la reserva de la información relativa al acto médico en los casos siguientes:  
a) Cuando hubiere consentimiento por escrito del paciente;  
b) Cuando sea requerida por la autoridad judicial competente;  
c) Cuando fuere utilizada con fines académicos o de investigación científica, siempre que la información obtenida de la 
historia clínica se consigne en forma anónima;  
d) Cuando fuere proporcionada a familiares o allegados del paciente con el propósito de beneficiarlo, siempre que éste 
no lo prohíba expresamente;  
e) Cuando versare sobre enfermedades y daños de declaración y notificación obligatorias, siempre que sea 
proporcionada a la Autoridad de Salud;  
f) Cuando fuere proporcionada a la entidad aseguradora o administradora de financiamiento vinculada con la atención 
prestada al paciente siempre que fuere con fines de reembolso, pago de beneficios, fiscalización o auditoría; y,  
g) Cuando fuere necesaria para mantener la continuidad de la atención médica al paciente.  
h) Cuando fuera estrictamente necesario para el ejercicio de las funciones de supervisión y de protección de derechos 
en salud de la Superintendencia Nacional de Salud. Para la aplicación de este supuesto de excepción se requiere que 
esta Superintendencia acredite haber solicitado previamente el consentimiento de los pacientes o de sus representantes 
para acceder al contenido de su historia clínica y que no haya obtenido respuesta dentro del plazo que será determinado 
por decreto supremo. Adicionalmente, deberá sustentar la gravedad de los hechos involucrados respecto de la afectación 
a los derechos a la salud o a la vida de los pacientes, cuyos requisitos y condiciones serán definidos por norma 
reglamentaria. 
La información sobre el diagnóstico de las lesiones o daños en los casos a que se refiere el Artículo 30 de esta ley, 
deberá ser proporcionada a la autoridad policial o al Ministerio Público a su requerimiento.” 
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algunos como un concepto jurídico indeterminado. Sin embargo, este Tribunal 
en la STC No 6712-2005- HC planteó, sobre la base del right to be alone 
(derecho a estar en soledad), un concepto inicial y preliminar afirmando que 
es el ámbito personal en el cual un ser humano tiene la capacidad de 
desarrollar y fomentar libremente su personalidad. Por ende se considera que 
está constituida por los datos, hechos o situaciones desconocidos comunidad 
que, siendo verídicos, están reservados al conocimiento del sujeto mismo y 
de un grupo reducido de personas, y cuya divulgación o conocimiento por 
otros trae aparejado algún daño (Ferreira Rubio, Delia Matilde. El derecho a 
la intimidad. Análisis del artículo 1071 bis del Código Civil: A la luz de la 
doctrina, la legislación comparada y la jurisprudencia. Buenos Aires, Editorial 
Universidad, 1982, p. 52). A través del reconocimiento de la vida privada, la 
persona podrá crear una identidad propia a fin de volcarse a la sociedad, toda 
vez que aquel dato y espacio espiritual del cual goza podrá permitírselo.  
La garantía de protección que ofrece el derecho a la vida privada abarca 
aquellos aspectos cuya eventual difusión implica un riesgo para la 
tranquilidad, integridad y seguridad personal y familiar, como lo puede ser la 
información relacionada al detalle sobre la posesión o propiedad de bienes 
muebles e inmuebles, de ingresos económicos, de la administración de 
finanzas e inversiones, del lugar del destino de vacaciones personales o 
familiares, del lugar de estudio de los hijos, entre otros” (subrayado agregado). 
 

En consecuencia, de conformidad con la jurisprudencia reseñada y los 
argumentos antes expuestos, este Colegiado considera que la información 
contenida en los certificados de dosaje etílico está comprendida dentro de los 
alcances de la excepción de datos personales prevista en el numeral 5 del 
artículo 17 de la Ley de Transparencia, por lo que no corresponde su entrega al 
tratarse de información de carácter confidencial. 

 
No obstante lo antes indicado, de autos se aprecia que la entidad ha entregado 
al recurrente los certificados de dosaje etílico; en ese sentido, es correcto que la 
información contenida en el expediente (incluido los certificados de dosaje 
etílico) referida a los nombres y apellidos, placa de rodaje y tarjeta de propiedad 
haya procedido a ser tachada por la entidad, en la medida que constituyen datos 
personales que de brindarse al recurrente le permitirían tener conocimiento de la 
información confidencial que se encuentra en tales certificados de dosaje etílico. 

 
En consecuencia, también corresponde declarar infundado el recurso de 
apelación presentado por el recurrente en este extremo. 

 
De conformidad con el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 
1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la 
Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por RICHARD 
SANDRO SANTILLÁN GUZMÁN, contra la respuesta contenida en la Carta N° 267-091-
00607278 de fecha 3 noviembre de 2023, a través de la cual el SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE LIMA, atendió la solicitud de acceso a la información 
pública presentada.  
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Artículo 2.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 3.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a RICHARD SANDRO 
SANTILLÁN GUZMÁN y al SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE LIMA, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 4.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
 

 
JOHAN LEÓN FLORIÁN 

Vocal Presidente                                                                                         
 

                                
  VANESSA LUYO CRUZADO          VANESA VERA MUENTE  

                    Vocal                Vocal 

 

 

vp: vlc 


